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1. La demanda argentina. 

Argentina imputó al Gobierno del Uruguay, de haber autorizado en forma unilateral, la construcción de dos plantas (ahora solo Botnia) elaboradoras de pulpa para papel frente a Gualeguaychú, sin haber dado cumplimiento al procedimiento obligatorio de la previa notificación y consulta previsto en el  Estatuto del Río Uruguay de 1975 (E 75). 

Solicitó la suspensión del proyecto, pero la CIJ rechazó el pedido por considerar que no existía peligro de un daño irreparable a los derechos en litigio que justificara el dictado de una medida protectoria.
 
La CIJ señaló que “cuidado medioambiental” y “desarrollo económico sustentable”  deben conjugarse armónicamente. 
El mensaje fue claro: Uruguay tiene derecho a desarrollarse – con emprendimientos como éstos- aprovechando industrialmente las aguas del río común, pero con el límite impuesto por los estándares internacionales en materia de cuidado ambiental.
2. La demanda uruguaya.

Uruguay a su vez solicitó a la CIJ que dictara una Ordenanza para obligar a la Argentina al levantamiento del bloqueo de “ un  vital puente internacional sobre el río Uruguay”, que estaba causando un enorme daño económico. 

La CIJ rechazó el pedido uruguayo respecto del bloqueo del puente, fundándose en que “ .a pesar de los cortes la construcción de la planta de Botnia había progresado significativamente desde el verano de 2006 y que los trabajos continuaban… y no existe un riesgo inminente de perjuicio irreparable para los derechos de Uruguay causados por los bloqueos de los puentes y caminos que vinculan a ambos Estados”. .
3. La continuación del juicio. 
Durante las primeras audiencias ante el Tribunal Internacional (junio 2006), la delegación uruguaya ofreció a la Argentina una participación activa y conjunta para monitorear la producción de pasta de Botnia y el cuidado ambiental del río. La Corte tomó nota y nuestro país, inexplicablemente a nuestro parecer, rechazó el ofrecimiento. 

El juicio continuó por otros casi cuatro años, hasta que llegó la sentencia de mérito que pasamos a comentar, sustancialmente favorable a la postura uruguaya como veremos. 

Un enorme costo político, económico y social que podría haberse  evitado, si se hubiera aceptado la invitación uruguaya de trabajar en forma coordinada para evitar el daño ambiental, efectuado ante la Corte en pleno, el 8 de junio de 2006. 
 
La sentencia final de la CIJ. 
En 20 de abril de 2010 la Corte finalmente dictó su sentencia que pone fin al conflicto.

En anteriores colaboraciones para LexisNexis habíamos pronosticado un  resultado desfavorable para nuestro país. 

Dicho augurio se cumplió.

Habíamos escrito antes en esta revista:  “ ¿Cómo terminará el conflicto de las papeleras? Si fuera cierto que la empresa Botnia ajustará su conducta a los estándares internacionales en la materia, será muy difícil para nuestro país lograr la suspensión de la actividad industrial necesaria para producir pasta. Mucho menos, desde luego, el desmantelamiento de la fábrica”.
Agregando luego: “ …  si la Corte considerara que el Uruguay violó las obligaciones a su cargo conforme el Estatuto de 1975 (omisión de previa notificación y consultas) la Corte podría, presumiblemente, decir que “esta declaración es reparación suficiente para la Argentina”, en fraseo similar al empleado en el caso Corfú.

Este fallo podría llegar a ser invocado por la CIJ en la causa de las Papeleras, si considerara que el Uruguay violó las obligaciones a su cargo conforme el Estatuto de 1975 (omisión de previa notificación y consultas). La Corte podría, presumiblemente, decir que “esta declaración es reparación suficiente para la Argentina”, en fraseo similar al empleado en el caso Corfú.

Aunque en sentencia definitiva la Corte fallara que Uruguay violó sus obligaciones bajo el Estatuto 1975– aceptando la tesis argentina – existe la posibilidad de que el tribunal decida que “esta declaración” es compensación suficiente para nuestro país. No parece razonable que condenara al Uruguay a indemnizaciones patrimoniales, por ejemplo, siendo que no las impuso a Serbia, a pesar de las gravísimas violaciones del derecho internacional humanitario cometidas por los más altos funcionarios de este Estado. 

La existencia de perjuicio considerable o sustancial es la condición esencial para imponer restricciones a la soberanía territorial.
 

El principio de “utilización inocente” exige prevenir los daños y adoptar las medidas adecuadas antes de que éstos se produzcan y de ahí que se establezca el deber de notificar y consultar a los Estados corribereños por parte del Estado que pretenda iniciar trabajos susceptibles de afectar a un curso de agua internacional.

 Pero como resolviera el Tribunal Arbitral en el asunto del Lago Lanós 1957, “ ... este deber no implica el que se tenga que asociar a los demás ribereños en el proyecto ni en la discusión del mismo... tampoco es necesario obtener el consentimiento de éstos, pues ello equivaldría a afirmar en su favor un derecho de veto” 
 
i. Caso “Avena y otros” -54 mejicanos condenados a muerte ( Méjico c. EE UU)-  2003
México demandó a los EE UU por la violación de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. 

Cincuenta y cuatro nacionales mexicanos habían sido sentenciados a muerte en ciertos Estados de los EE UU. 

México solicitó a la Corte que ningún mexicano fuera ejecutado pendiente el juicio. 

La CIJ se expidió favorablemente pero solamente con relación a tres de los condenados.


La Corte recordó que “….las medidas provisionales están solamente justificadas si existe urgencia, en el sentido de que la acción perjudicial para los derechos de cualquiera de las partes se producirá aparentemente antes de que exista una decisión final del tribunal”..

Señaló el tribunal que C.R.Fierro Reyna, R.Moreno Ramos y O. Torres Aguilera están en riesgo de ejecución en los próximos meses o quizás semanas y que su ejecución podría causar un daño irreparable para cualquier derecho que pudiera subsecuentemente ser juzgado por la Corte como perteneciente a México.


Y que estas circunstancias requieren que la Corte indique medidas provisionales para preservar aquellos derechos.


La CIJ limitó su decisión cautelar a solamente tres, reservándose para más adelante la decisión con relación a los otros 51 sentenciados a muerte, cuya situación procesal no era tan apremiante como la de los primeros.

b. Protección de intereses económicos. 
Excepcionalmente la CIJ accedió a dictar medidas conservatorias en una materia extraña a la tratada hasta ahora(derechos humanos primarios, del llamado “núcleo duro”).

Citaremos los casos del petróleo y de la pesca. En ambos conflictos, la medida protectoria benefició al Reino Unido (petróleo) y al Reino Unido conjuntamente con  Alemania (pesca). 
i. El caso de la Anglo Iranian Oil Co.
Irán nacionalizó su petróleo en 1951. El Reino Unido reclamó contra Irán por violación de tratados internacionales vigentes entre ambos países. En 5 de julio de 1951, la Corte dictó una ordenanza que garantizaba la continuidad inglesa en la explotación petrolera, pero en 22 de julio de 1952 declaró su incompetencia.
Influyó en la decisión la circunstancia de que el Reino Unido era una de las potencias triunfantes en la Segunda Guerra Mundial y que el petróleo era un recurso vital para la reconstrucción del país y de toda Europa, devastados por el conflicto armado. La íntima conexión entre lo económico y lo humano era innegable.

ii. El caso de las Pesquerías de Islandia-1972- 
Islandia extendió su jurisdicción  marítima de 12 a 50 millas. Los pesqueros del Reino Unido y de Alemania fueron excluidos de las zonas de pesca. 

La CIJ accedió al pedido de estos Estados y dictó medidas provisionales para que Islandia se abstuviera de implementar la legislación cuestionada.  

La Corte dijo que las partes estaban “ obligadas a iniciar negociaciones de buena fe para la solución equitativa de sus diferencias”  ( CIJ, 25 julio 1974). 
El reconocimiento de la ZEE como un nuevo espacio en el mar hasta la distancia de 200 millas iniciada con la declaración unilateral de Chile de 1947 y la Declaración de Santiago de 1952 (Chile, Ecuador y Perú), seguida por numerosos Estados latinoamericanos, africanos y asiáticos fue consagrada en la Convención de Jamaica sobre Derecho del Mar de 1982 (arts. 55 y 56) y vació de contenido la disputa. El derecho de Islandia a extender su jurisdicción hasta las 200 millas, como “derecho de soberanía con contenido económico”, superó con holgura la controversia que giraba en torno a su derecho a extender la jurisdicción pesquera a 50 millas. 

Segundo: Uruguay actora.

1. Inversión de roles: Uruguay reclama ante la CIJ por los “cortes” de los caminos y puentes (30-11-2006).
               En 29 de noviembre de 2006 Uruguay presentó su propia petición a la CIJ para el dictado de medidas provisionales, sobre la base de que desde el 20 Noviembre de 2006 grupos organizados de ciudadanos argentinos han bloqueado “ un  vital puente internacional sobre el río Uruguay”, que esta acción estaba causando un enorme daño económico y que Argentina no ha adoptado medidas para poner fin a los bloqueos. Uruguay alegó que el propósito de estas acciones era forzar a este país para que accediera a poner fin definitivamente a la construcción de la planta de Botnia, la materia objeto de la disputa, y de prevenir que nunca entrara a funcionar la misma.
La solicitud de medidas provisionales 
Al final de su demanda Uruguay solicitó a la Corte que ordenara las siguientes medidas, dirigidas a la Argentina:
1. “ a tomar todos los pasos razonables para prevenir o poner fin a la interrupción del tránsito entre Argentina y Uruguay incluyendo los bloqueos de puentes y caminos entre los dos Estados”

2. “ abstenerse de cualquier medida que pudiera , extender o tornar más dificultosa la resolución de esta disputa”. 
3.  “ abstenerse de cualquier otra medida que pudiera perjudicar los derechos de Uruguay en disputa ante la Corte”.
 

La corte recordó que durante las audiencias que tuvieron lugar los días 18 y 19 de diciembre de 20006, Argentina desconoció la jurisdicción  de la Corte para indicar las medidas provisionales requeridas por Uruguay argumentando- Inter alia- que tales medidas no tienen conexión con el Estatuto del Rio Uruguay, único instrumento internacional que sirve de base para jurisdicción  de la corte en el caso como tampoco con la demanda argentina.
Agregó Argentina que dichos derechos estaban regidos por el Tratado de Asunción que estableciera el Mercosur y que un Tribunal ad hoc se ocupó del tema de los bloqueos, habiendo dictado su decisión  en 6 de setiembre de 2006, la cual es definitiva y vinculante, constituyendo res judicata  para las partes. Según Argentina el sistema de resolución de controversias del MERCOSUR excluye la posibilidad de aplicación de cualquier otro foro.
Este planteo argentino fue contestado por Uruguay, quien negó que los pasos legales que ha adoptado dentro del marco de las instituciones del Mercosur tenga incidencia alguna sobre la jurisdicción  de la corte dado que la decisión del tribunal ad hoc del 6 de setiembre de 2006 se refiere a bloqueos de rutas diferentes, de otro tiempo y con diferente propósito respecto de aquellos.
Con relación al planteo de “cosa juzgada”, la CIJ puntualiza que los derechos invocados por Uruguay ante el tribunal ad hoc del Mercosur son diferentes de aquellos otros que anhela sean protegidos y que en consecuencia la corte tiene jurisdicción  para conocer de la demanda uruguaya de medidas provisionales. 

Según Argentina el verdadero propósito de la demanda uruguaya es obtener la remoción de los bloqueos de rutas, siendo que ninguno de los derechos potencialmente afectados con los bloqueos – libertad de tránsito y de comercio entre los Estados- es un derecho regulado por el Estatuto del Río Uruguay.
 Uruguay invocó una estrecha vinculación del bloqueo de caminos internacionales y de puentes con la materia juzgada. 

Para nuestro vecino, los cortes eran una “materia directa, íntima e indisolublemente relacionada con la materia objeto del caso pendiente ante la corte” y que la  Corte tenía ciertamente jurisdicción  en el caso. 

Uruguay agregó que los últimos cortes de rutas constituyen actos ilegítimos que violaron y amenazaron daños irreparables a los derechos defendidos ante la corte.
 La postura de nuestro país- animada por el deseo de excluir las materias no mencionadas expresamente en el Estatuto del Río Uruguay- no era coherente con la demanda presentada por ella ni con los argumentos expuestos los días 8 y 9 de junio, previos al dictado de la resolución del 13 de julio 2006. 

En efecto, Argentina incluyó en su escrito incoatorio del 4 de mayo de 2006, temas como el cuidado del medio ambiente, la salud de la población ribereña, daños a las pesquerías del río, perjuicios para la biodiversidad, perjuicios económicos para el turismo, deterioro de la calidad de las aguas, etc. 

Y uno de los planteos del Uruguay, justamente, fue que estas materias no estaban contempladas en el Estatuto del Río Uruguay, y por tal razón la Corte carecía de competencia para conocer del caso. 
Recuerda la Corte que en su Decisión del 13 de julio de 2006 concluyó que ella tenía prima facie jurisdicción  para tratar sobre el fondo del asunto.

           La Corte examinó luego la conexidad existente entre los derechos cuya protección es materia de la medida provisional solicitada y la materia propia del asunto de fondo, resolviendo que tenía jurisdicción para conocer de la demanda uruguaya para el dictado de medidas de protección de dichos derechos. 

La Corte recuerda – tal como lo hiciera al resolver sobre la demanda cautelar argentina- que su potestad para ordenar medidas provisionales tiene por objeto preservar los respectivos derechos de cada parte durante el proceso, sujeto a que exista una urgente necesidad de prevenir un daño irreparable a dichos disputados derechos.  Dejó en claro el tribunal, que conforme el art. 41 del Estatuto, está facultada para dictar “cualesquiera medidas” y  que derechos del demandado (Uruguay) no dependen solamente de la manera en que la actora (Argentina)  ha formulado su demanda.

La corte considera que cualquier derecho que Uruguay pudiera tener para continuar con la construcción y para que comience a funcionar la planta de Botnia de conformidad con las disposiciones del Estatuto del Río Uruguay, hallándose pendiente una decisión final de la corte, efectivamente constituye un derecho reclamado en el presente caso, que puede en principio ser protegido con el dictado de medidas provisionales.      
Para la Corte, existe conexión entre este derecho y la cuestión de fondo planteada por Argentina.
2. Decisión de la Corte respecto de la primera medida solicitada por Uruguay: 

La primera medida provisional que Uruguay requirió de la CIJ, fue que  ordenara a nuestro país    1.  “ a tomar todos los pasos razonables para prevenir o poner fin a la interrupción del tránsito entre Argentina y Uruguay incluyendo los bloqueos de puentes y caminos entre los dos Estados”
Según Uruguay, el puente de Fray Bentos- por donde se transporta habitualmente el 91 % de las exportaciones hacia Argentina-  ha estado sujeto a un completo e ininterrumpido bloqueo y otros dos puentes han estado cerrados temporariamente. 
Uruguay sostuvo que estos bloqueos de rutas estaban dirigidos a compelerla a suspender la construcción de la planta de Botnia  y que al alentar Argentina  dichos cortes se generó una práctica que resultará en un irreparable daño a los derechos en disputa. 
Uruguay agregó que son los bloqueos mismos los que representan la amenaza urgente y no el impacto que finalmente pueda producir sobre la planta Botnia. 
La Corte se refiere al argumento de Uruguay de que una orden puede ser dictada para prevenir el agravamiento de la disputa aún cuando la corte ha considerado que de que no existe una amenaza de daño irreparable a los derechos en disputa y señala que- de acuerdo a Uruguay- el bloqueo de puentes sobre el río Uruguay se traduce en un agravamiento de la disputa que amenaza la debida administración de justicia.
La defensa argentina, sin negar los bloqueos  focalizó su estrategia en los siguientes puntos:
1) Que los cortes se realizaban en territorio argentino y no en un puente internacional.

2) Que eran esporádicos, parciales y geográficamente localizados.

3) Que no tenían impacto en la construcción de las pasteras. 

4) Que no había alentado los cortes de rutas.
5) Que los alegados daños no tenían carácter irreparable.
El argumento central de la CIJ
La Corte no tuvo en cuenta los argumentos argentinos señalados en 1), 2) y 4) - Que los cortes se realizaban en territorio argentino y no en un puente internacional, que eran esporádicos, parciales y geográficamente localizados y que no había alentado los cortes de rutas- 
En cambio acogió los otros dos fundamentos expuestos por la delegación  argentina (irrelevancia de los cortes respecto de las obras e inexistencia de irreparabilidad del daño).

El argumento medular de la CIJ, fue que, a pesar de los cortes la construcción de la planta de Botnia había progresado significativamente desde el verano de 2006 y que los trabajos continuaban, al socaire del fallo del 13-7-2006 que ratificó la legitimidad del derecho de Uruguay a lograr su “desarrollo económico sustentable”, en el caso, a través del aprovechamiento industrial del río, contemplado en el Estatuto 1975. 
.

El avance es tal, que, según comunicados de la propia empresa, la planta comenzaría a funcionar en octubre de 2007. De ahí que, en sintonía con este punto, la Corte expresara que no se hallaba persuadida de que los cortes pusieran en riesgo de daño irreparable los derechos que Uruguay reclama derivados del Estatuto 1975.

A fines de febrero de 2007, Botnia realizó las primeras pruebas hidráulicas. Los asambleístas entrerrianos hicieron escuchar sus quejas y el gobierno argentino se hizo eco de ellas, mediante una formal protesta presentada a su par uruguayo, que fue rechazada, ratificando Uruguay que, conforme el fallo de la Corte, estaba en ejercicio de sus derechos. 
Consecuente con el desarrollo anterior, la Corte consideró que las circunstancias  del caso no eran tales que requirieran el dictado de la primera medida provisional solicitada por Uruguay (para prevenir o poner fin a la interrupción del tránsito entre los dos Estados y entre otras cosas el bloqueo de los puentes y caminos vinculados a ellos).
3. Decisión de la Corte respecto de las otras dos medidas solicitadas por Uruguay: 
Las otras dos medidas provisionales peticionadas por Uruguay en su escrito del 29-11-2006, fueron que el tribunal ordenara a la Argentina:
                       2. “ abstenerse de cualquier medida que pudiera agravar, extender o tornar más dificultosa la resolución de esta disputa” 
                       3. “ abstenerse de cualquier otra medida que pudiera perjudicar los derechos de Uruguay en disputa ante la Corte”.  
                         Con relación a esta demanda cautelar, la Corte recuerda que si bien en casos anteriores ha dictado medidas dirigidas a las partes para que no realizaran acciones que pudieran agravar o extender el conflicto o hacer más dificultosa su resolución, en tales casos ella siempre indicó a la vez otras medidas provisionales.

Es decir, la exhortación dirigida a las partes, en el sentido de que debían de abstenerse de acciones que pudieran agravar, extender o hacer más dificultosa la resolución del conflicto, sería justamente eso, una exhortación, sin entidad propia, sin sustancia capaz de fundar una orden autónoma tal como pretendía Uruguay.  



Concluyendo su examen la corte consideró que al presente no existe un riesgo inminente de perjuicio irreparable para los derechos de Uruguay causados por los bloqueos de los puentes y caminos que vinculan a ambos Estados. Por ello considera que los bloqueos por sí mismos no justifican el dictado de las dos últimas medidas provisionales solicitadas por Uruguay en ausencia de las condiciones requeridas para el dictado de la primera medida provisional requerida.
La Corte reitera su llamado a las partes contenido en su Decisión del 13 de julio de 2006 de “cumplir sus obligaciones de acuerdo al Derecho Internacional”,  de “ implementar de buena fe los procedimientos de consulta y cooperación provistos por el Estatuto de 1975”  y de “abstenerse de cualquier acción que pudiera tornar más difícil la resolución del presente conflicto”.

4. Previsibilidad de la sentencia
Cabe peguntarse si la sentencia era previsible o si fue una novedad conforme los antecedentes de la propia CIJ.  

La sentencia de la Corte guarda total coherencia con la primera resolución: si no existe riesgo inminente de daño irreparable, no procede dictar medidas provisionales. Ello fue el motivo para rechazar el pedido de la Argentina y lo fue para denegar la petición uruguaya. 

Si la construcción de Botnia no se detuvo, sino que está próxima a finalizar, para dar comienzo a la producción de pasta, es evidente que los bloqueos no justificaban el dictado de la cautelar solicitada. Y ello más allá de su ilegitimidad según el derecho internacional general y el Tratado de Asunción, que consagran el “jus comercium y el jus comunicationis”. ​​​​​​​​​​​​​​
 
Cuesta creer que Uruguay haya incurrido en el mismo error que había cometido nuestro país, planteando una solicitud de medida cautelar que estaba condenada al fracaso, por inexistencia justamente del peligro de un daño irreparable “ a los derechos sometidos a juzgamiento de la Corte”. 

Y es harto evidente que, aunque Uruguay haya padecido un gran perjuicio económico a causa de la interrupción del flujo comercial y turístico y seguramente lo seguirá sufriendo, porque los cortes continúan y con mayor intensidad, ese daño no es “irreparable” en términos de la CIJ, porque el Estado podrá exigir un resarcimiento por la vía de las negociaciones o eventualmente por medio de una  demanda internacional ante la misma Corte, en juicio distinto al actual. 
Tercero: posible final del conflicto.
1.  Por medio de una sentencia de la C.I.J.
¿Cómo terminará el conflicto de las papeleras?. 
Argentina ha anunciado que continuará con el proceso, para tratar de demostrar que las plantas causarán un impacto ambiental inaceptable dentro de los parámetros exigibles en el ámbito internacional y a la luz de los propios términos del Estatuto 1975. 
Será decisiva la prueba pericial de ingenieros químicos y de expertos en el cuidado ambiental, así como los informes sobre la tecnología que se emplea en las plantas más modernas del mundo para la elaboración de pasta celulósica. 
Si fuera cierto que la empresa Botnia ajustará su conducta a los estándares internacionales en la materia, será muy difícil para nuestro país lograr la suspensión de la actividad industrial necesaria para producir pasta. Mucho menos, desde luego, el desmantelamiento de la fábrica. 
No cabe descartar que la misma Corte decida requerir uno o más informes a organismos especializados de la ONU, sin descuidar que ya existe un dictamen de expertos, producido a pedido de la Corporación Financiera Internacional,  en ocasión  de expedirse sobre la solicitud de financiamiento de las obras efectuado por la empresa  Botnia, en el marco del Banco Mundial. 
Es conocido este Informe Técnico de la CFI: la tecnología que emplearán las plantas es satisfactoria y no contaminarán en un grado inaceptable.  

No constituye un dato menor que la Corporación Financiera Internacional es un organismo especializado de las Naciones Unidas, facultada para solicitar de la misma CIJ una Opinión Consultiva. 

En lenguaje del Estatuto de 1975, si no causarán un “daño sensible” a nuestro país ni a sus habitantes, no sería razonable pensar que la CIJ prohibirá su funcionamiento en territorio del Estado que las autorizó. Si Botnia empleará la misma tecnología que la que se utiliza en Europa, difícilmente los jueces europeos que integran la Corte, condenen para esta región sudamericana un accionar similar al que sus propios países autorizan en el espacio comunitario   
En última instancia, es perfectamente viable que la CIJ ordene y exhorte a la Argentina y al Uruguay, a buscar fórmulas técnico-científicas que aseguren una producción de la materia prima lo más limpia posible, evitando que se ocasione “un perjuicio sensible” en materia ambiental, de la población lugareña y de las aguas del río, ni daños colaterales en las pesquerías y el turismo
.
2. Por medio de negociaciones bilaterales (lo más probable). 
El agravamiento del conflicto, ha llevado a nuestro gobierno a solicitar la ayuda del Rey Juan Carlos de España, a título de “facilitador”, quien ha encomendado la tarea al embajador  español ante la ONU, Yánez Barnuevo. 

Se ha montado simultáneamente un mecanismo jurisdiccional de solución de la controversia con otro político. Con un proceso en trámite ante la CIJ de La Haya (jurisdiccional), se ha abierto el cauce de la negociación con auxilio de un tercero, el Rey de España(político).
Es cierto que la naturaleza de la controversia no es determinante del medio para solucionarla, desde que la CIJ ha dicho que “...siempre es competente desde el momento en que las partes aceptan su jurisdicción, pues no hay ninguna controversia que los Estados admitidos a comparecer ante el Tribunal no puedan someterle”. 
 

Las partes gozan de libertad absoluta en la elección del medio para dirimir sus diferencias, pero la práctica internacional enseña que los medios no-jurisdiccionales son las negociaciones diplomáticas, los buenos oficios, la mediación, la investigación de los hechos y la conciliación. 

Ningún medio es obligatorio, salvo que esté contemplado en un tratado. Al respecto, ante la reiteración de la fórmula de que previamente debe agotarse la etapa de negociación diplomática y luego recién recurrir a otros medios (por lo común el arbitraje o la solución judicial), cierta doctrina opina que este paso previo se ha convertido en una norma consuetudinaria. 
 

El Estatuto del Río Uruguay, expresamente prevé la etapa previa de las negociaciones entre los Estados, y es una pena que dicha instancia no se hubiera agotado, antes de acudir al tribunal internacional de la ONU, con el enorme costo político, económico y social que ello ha traído aparejado.

Las expresiones de los presidentes de ambos países, dadas a conocer a través de la prensa, de una supuesta voluntad negociadora, no se traducen en gestos concretos. Mucha obstinación y orgullo que no  interpreta el sentir y el interés de los pueblos argentino y uruguayo y socavan, a la par, los cimientos del Mercosur. 

Irse tan lejos para dialogar, sentados a una mesa igual a cualquiera de las tantas mesas que tenemos en una y otra orilla del río Uruguay, es incomprensible. 

A Madrid fuimos a discutir con los británicos, luego de la gesta del 2 de abril de 1982 y la posterior guerra, para reanudar las relaciones consulares y diplomáticas, para levantar la zona militar (FIPZ) y solucionar el problema de la “medialuna” al sudoeste de Malvinas, para crear la Comisión de Pesca del Atlántico Sudoccidental,  para crear la  FOCZ... 
 

Uruguay es un Estado soberano, con iguales derechos que la Argentina, no es la Provincia Cisplatina ni la Colonia de Sacramento y su pueblo merece el mejor de los tratos. 

Abrigamos una esperanza: que Tabaré Vázquez y Néstor Kirchner concilien sus diferencias con un acto sobre el Puente Internacional de Gualeguaychú- Fray Bentos, emulando el histórico Abrazo de 1899 entre Roca y Errázuriz, en el Estrecho de Magallanes .

Con ello mostrarán al mundo la diferencia que media entre un estadista y un político.   

Dr. Eduardo Raimundo Hooft

2 Concepto de “medida provisional”. Procedimiento.
El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia dispone en su art. 41.1 que  “La Corte tendrá la facultad para indicar, si considera que las circunstancias así lo exigen, las medidas provisionales que deban tomarse para resguardar los derechos de cada una de las partes. 2. Mientras se pronuncia el fallo, se notificarán inmediatamente a las partes y al Consejo de Seguridad las medidas indicadas”.
El Reglamento de la CIJ precisa los recaudos y alcances de estas medidas protectorias. 


Estas medidas se disponen previa audiencia de la contraria. Excepcionalmente la CIJ ha obrado inaudita pars, porque un traslado  para la sustanciación hubiera implicado la pérdida irreversible del derecho en cuestión. Ello ocurrió en el caso “LaGrand” (1999).

Asimismo, puede dejar sin efecto medidas dispuestas anteriormente, o volver a examinar su procedencia para el caso que hubiera habido una modificación de las circunstancias de hecho. Es decir, las medidas provisionales son mutables.
3 Presupuestos para el dictado de estas medidas: Peligro de un daño grave. Urgencia e irreparabilidad del daño.

La CIJ ha exigido siempre, como presupuesto para el dictado de una medida de protección, que exista la amenaza de un daño grave para los derechos de cualquiera de las partes, que deba ser objeto de juzgamiento, mientras se desarrolla el procedimiento.  


En el reciente fallo contrario a la petición uruguaya para que cesaran los cortes de caminos y puentes sobre el Río Uruguay, la CIJ ha efectuado ciertas precisiones relativas a las medidas provisionales, como por ejemplo si también están dirigidas a proteger la labor del tribunal mismo, asegurando el statu quo ante, la intangibilidad de los hechos y de los derechos expuestos y sometidos a juzgamiento (v. infra). 

4 Casos en que la CIJ ha rechazado la solicitud de medidas conservatorias.

En reiteradas ocasiones la Corte ha denegado el dictado de estas medidas, fundándose para ello en que “no existía la urgencia para evitar un daño irreparable”. Enumeraremos algunos de ellos. 

i. Caso del Great Belt in the East Channel –Finlandia c. Dinamarca- 1991-


Finlandia demandó a Dinamarca ante la CIJ por la construcción de un puente de 65 m. alto en el Great Belt (Storebaelt), sobre el Mar Báltico y ello haría imposible el tránsito por esta ruta internacional de los  buques para perforación petrolera y las plataformas off shore ( drill ships and oil rigs) de mayor altura. Pidió la suspensión de las obras. 

La CIJ resolvió por unanimidad no hacer lugar al pedido de medidas provisionales  ( 27-7-1991-)  porque de acuerdo al cronograma de construcción, ningún estorbo para pasar por el canal existiría con antelación a fines de 1994, lo que excluye la nota de urgencia o perentoriedad. 
Finlandia no aceptaba compensación económica o financiera por el daño, pidiendo la restitución al estado anterior. La Corte advirtió que no apoyaría los “hechos consumados” tal como resolverá después en el caso “Papeleras”. 
ii. Caso República del Congo c. Francia, 2003
Un juez francés inició una investigación por delitos de lesa humanidad perpetrados en el Congo, contra ciudadanos congoleses, contra el Presidente y otras autoridades. 

Claro ejemplo de aplicación de la llamada “jurisdicción  universal”, tan cara a los jueces españoles y tan cuestionable. 

Reiteró la CIJ que el fundamento para dictar una medida provisional es “el riesgo de un irreparable perjuicio para el derecho de las partes; un serio perjuicio o amenaza de serio perjuicio”,  excluyendo tal riesgo en el caso juzgado y rechazando la solicitud congoleña de suspensión de los procedimientos criminales llevado a cabo en Francia contra autoridades del Congo.

5 Casos en que la CIJ ha hecho lugar a la solicitud de  medidas provisionales.  
La Corte ha hecho lugar al pedido de medidas provisionales en contados casos, durante el procedimiento.


Y ha jerarquizado aquellos supuestos en que existía un riesgo grave o una amenaza para la vida de las personas (nacionales) de los Estados demandantes y sólo excepcionalmente ha concedido alguna medida de protección en  materia ajena a ésta, como ser en asuntos de naturaleza económica o patrimonial. 

a. Protección de la vida y la libertad de las personas.
i. Caso de los Ensayos Nucleares franceses en la atmósfera en la región del Pacífico Sur- 1974-.
Ante el pedido de Nueva Zelanda y de Australia, la Corte decidió que, hallándose pendiente la decisión final, Francia debía de evitar ensayos nucleares que provocaran lluvia radioactiva sobre el territorio de estos dos Estados (medidas provisionales del 22 de junio de 1973). 
Y frente a los anuncios públicos de Francia de que no habría más ensayos, la Corte decidió que se había logrado el objetivo de la demanda tornando innecesario otro pronunciamiento del tribunal ( fallo del 20-12-1974, Ensayos Nucleares, Australia c. Francia y Nueva Zelanda c. Francia ).

El bien protegido en este caso era la vida de poblaciones enteras, indefensas, que estaban siendo sometidas a radiaciones atómicas.  
ii. Caso del Personal Diplomático y Consular de los EE UU en Teherán-1980-
Militantes iraníes que ocuparon la embajada de los EE UU y tomaron como rehenes al personal el 4 de noviembre de 1979.

La CIJ ordenó medidas para la entrega de las instalaciones de la embajada a los EE UU y la liberación de los rehenes.

Irán había violado y seguía violando sus obligaciones internacionales lo que comprometía su responsabilidad internacional, debiendo liberar en  forma inmediata los rehenes y reparar los daños causados al Gobierno de los EE UU ( sentencia del 24 de mayo de 1980). 

Irán no cumplió con la ordenanza de la CIJ, y solamente una vez trascurridos 444 días, liberó a los rehenes. Fue la contraprestación del “descongelamiento” de los bienes iraníes bajo jurisdicción  de los EE UU y el desistimiento norteamericano de litigar en foros propios contra Irán en reclamo de los daños sufridos por sus nacionales en Irán, a causa de las medidas adoptadas por la Revolución Islámica inaugurada el 11 de febrero de 1979 
 

Por los Acuerdos de Argelia del 19 de junio de 1981, ambos países acordaron someter las diferencias a un Tribunal Arbitral de nueve jueces, de los cuales tres eran nombrados por cada Estado en conflicto y los tres restantes por los árbitros ya designados o por una Autoridad especial. Ante este Iran-United States Claims Tribunal, ventilaron los reclamos de ciudadanos norteamericanos e iraníes, como asimismo de ambos gobiernos, unos contra otros. Alrededor de un billón de dólares iraníes fueron destrabados y puestos en una Cuenta de Seguridad en bancos de EE UU, en garantía de las condenas resarcitorias. 

Por último, EE UU desistió de avanzar con su juicio contra Irán ante la CIJ (y/o cualquier otro tribunal). 

Otra vez la misma ratio: necesidad de proteger la  vida humana, frente a una amenaza grave, actual, de lesiones o muerte. 

iii. Caso de las Actividades Militares y Paramilitares en y contra Nicaragua-1984-
Nicaragua demandó ante la CIJ a EE UU por el minado de sus aguas, atentados, apoyo militar y financiero a grupos armados que luchaban contra el gobierno constituido en Nicaragua.

El Tribunal requirió de los EE UU que cesara inmediatamente y se abstuviera de cualquier acto que restringiera el acceso a los puertos de Nicaragua y en particular, en la colocación de minas en las aguas nicaragüenses (medida provisional del 10-5-1984).

Como vemos, la gravedad, la urgencia, la irreparabilidad de los perjuicios  son el sostén de las medidas provisionales dictadas por la CIJ.  
        

iv. Caso Burquina Faso y Mali-1986-
Ante los graves choques armados de las fuerzas militares de ambos países, la Corte indicó medidas provisionales de protección frente al pedido de ambos Estados ( 10 de enero de 1986)- Una vez más, las medidas se fundaron en la urgencia y peligro de graves daños para las personas. 

v. Caso de la Aplicación de la Convención sobre Prevención y Sanción del Delito de Genocidio-1993- ( Bosnia-Herzegovina contra Federación de Serbia y Montenegro ).

La República de Bosnia y Herzegovina se presentó ante la CIJ reclamando contra el exterminio, violaciones, mutilaciones y otras atrocidades que estaba llevando a cabo la Federación de Yugoslavia y Montenegro dirigida por S. Milosevic en su territorio, en perjuicio de la población musulmana y contra el mismo Estado. 

Fundó su demanda Bosnia Herzegovina en la Convención sobre Prevención y Castigo del Delito de Genocidio de 1948 (ONU), los Cuatro Convenios de Ginebra  de 1949 y su Protocolo Adicional I de 1977, el derecho consuetudinario y las normas de la guerra terrestre de La Haya de 1907 y otros principios fundamentales del Derecho Internacional Humanitario; la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Carta de la ONU arts. 1, 51, 55 y 56, inter alio.

La CIJ resolvió que hallándose pendiente su decisión final en el juicio iniciado el 20 de marzo de 1993 por la Republica de Bosnia y Herzegovina contra la República Federal de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) que: 

“El Gobierno de Yugoslavia (Serbia y Montenegro) debe adoptar inmediatamente  todas las medidas posibles para prevenir o cometer el crimen de genocidio, bajo los términos de la respectiva Convención de 1948; en particular debe asegurar que ningún militar, paramilitar o unidad armada irregular cometa actos de genocidio, contra la población musulmana de Bosnia y  Herzegovina o contra cualquier otro grupo nacional, étnico, racial o religioso. Que el Gobierno de Yugoslavia no debe adoptar ninguna acción y debe asegurar que ninguna acción sea tomada que pudiera agravar o extender la disputa existente sobre la prevención y castigo del delito de genocidio o que la torne más difícil” (I.C.J. Reports 1993, p. 24, para. 52)

El Consejo de Seguridad de la ONU,  tomó nota de la sentencia provisional de la CIJ del 8-4-93 y dictó la Res. 819 a los pocos días, “reafirmando su condena a todas las violaciones del derecho internacional humanitario y en particular la práctica de la “limpieza étnica”.  

Como dijera la CIJ, el Articulo I de la Convención de Genocidio estatuye que   “las partes contratantes confirman que el genocidio,  sea cometido en tiempo de paz o tiempo de Guerra, es un crimen de acuerdo al derecho internacional, comprometiéndose a prevenirlo y sancionarlo”.

El crimen de genocidio conmociona la conciencia de la humanidad, resulta en una gran pérdida para la humanidad y es contrario al derecho moral y al espíritu y fines  de las Naciones Unidas ( Resolución de la Asamblea General 96 (I) del 11 de diciembre de 1946 sobre el Crimen de Genocidio). 

Serbia no cumplió con la orden contenida en la medida provisional, y los crímenes continuaron.

En fecha muy reciente, la CIJ falló sobre la cuestión de fondo. En su sentencia del 26 de Febrero de 2007 el tribunal condenó a Serbia, como entidad política que continuó al Estado de Serbia y Montenegro, por violación de la Convención sobre Prevención y Castigo del Delito de Genocidio, si bien solamente en su aspecto de “prevención” del delito y no por la comisión o la complicidad con dichos actos atroces.


La CIJ señaló que Serbia era responsable internacionalmente frente a Bosnia Herzegovina, por no haber prevenido la comisión del delito de genocidio, por no haber ayudado al Tribunal Criminal Internacional para la Ex Yugoslavia mediante la entrega que se le requería del imputado del crimen de genocidio Karatdcijk y por haber desoído la orden de medidas provisionales dictada por la corte en abril de 1993. 
No obstante que la sentencia declaró a Serbia responsable por violación de obligaciones internacionales, no llegó a condenar al Estado serbio a pagar o dar garantías por las consecuencias dañosas o por los delitos cometidos, sino que se limitó a decir que el pronunciamiento era resarcimiento suficiente para la actora Bosnia Herzegovina. 

�


	El Estatuto de 1975 regula inter alia “la conservación, utilización y explotación de los recursos naturales y la prevención de la contaminación” y establece una Comisión Administradora del Río Uruguay- CARU- que tiene funciones de regulación y de coordinación.


	La CIJ reiteró su doctrina sentada in re Finlandia c. Dinamarca- 1991- construcción de un puente sobre el canal del Este del Báltico que impedía el tránsito de grandes fineses- y  R. Congo c. Francia-2003- un juez francés procesó por delitos de lesa humanidad perpetrados en el Congo al Presidente Sassou Nguesso. La urgencia es decisiva para dictar medidas precautorias  (“…such measures are justified solely if there is urgency”). 





�	Por el puente Gral. San  Martín –bloqueado-se transporta el 91 % de las exportaciones hacia Argentina (Uruguay). 





�


�	En ajedrez, un ofrecimiento de tablas, en una partida difícil y de resultado incierto, erróneamente rechazado por Argentina, quien adujo que ello implicaría “convalidar un acto ilícito” ( ?? ). 


	5. El primer fallo de la CIJ, en 1946/8, originado en ataques de artillería desde la costa albanesa contra buques británicos, el minado de las aguas del Estrecho de Corfú Norte y las explosiones que dañaron los destructores Saumarez y Volage, con 45 oficiales británicos muertos. Albania fue condenada a indemnizar y el Reino Unido, simbólicamente, por haber violado la soberanía de Albania, con su operativo de barrido de sus aguas territoriales sin que mediara autorización .V. ICJ-CIJ- � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/icc/icc_isummaries/icc_isummary_19490409.htm"��http://www.icj-cij.org/icjwww/icases/icc/icc_isummaries/icc_isummary_19490409.htm�. 


�	. 





�


�	 E. Jiménez de Aréchaga, El Derecho Internacional Contemporáneo, Madrid, 1980, pp. 228-231. 


�	 Recopil.de Sentencias Arbitrales N.U. vol. XII, p. 306, cit.en José A. Pastor Ridruejo, Curso de Derecho Internacional Público, Tecnos, sexta edición, p. 487, nota 53.  En el caso “Lago Lanós” España demandó a Francia por el desvío de las aguas del lago Lanós,  pero como este Estado  había restituido el caudal del río Carol – que lleva las aguas del Lanós por el  territorio de España- el árbitro rechazó la demanda por inexistencia de perjuicio. 





�	 CIJ, 5 February 2003 Case concerning Avena and other mexican nationals (Mexico v. United States of America), order. 


�	 Sobre el concepto de “núcleo duro” de los derechos humanos, V. La Corte Penal Internacional y la Jurisdicción Universal: realidad o mito, del autor de esta nota, en Terrorismo Siglo XXI, Ediciones Suárez, p. 145/70. 


�	 Si bien el Tribunal de la ONU es independiente, sería una ingenuidad creer en la total desvinculación de los jueces de la nacionalidad de los cinco Estados con derecho a veto del interés de sus respectivos países. No está escrito en ninguna parte que deba ser así, pero siempre ha integrado la CIJ un juez ruso, uno británico, uno francés, uno norteamericano y uno chino, la pentarquía permanente en la ONU.  No obstante-en el caso anglo-iranio- cuando el R. Unido apeló ante el Consejo de Seguridad, quedó en evidencia la falta de disposición de este cuerpo a exigir el cumplimiento de la Ordenanza de la CIJ, sobre todo porque se hallaba pendiente el punto de la competencia de la Corte, finalmente declinada. 





�	 La CIJ señaló que Islandia había admitido la existencia de intereses históricos y especiales del demandante. Resolvió que las capturas ictícolas del Reino Unido no podían exceder de 170.000 Tm  y las de la R. Federal de Alemania de 119.000 Tm, mientras se hallara pendiente el caso, con revisión de lo decidido en agosto de 1973. Agregó la Corte que “… las partes se hallan bajo la  mutua obligación de entablar negociaciones de buena fe para la solución equitativa de sus diferencias”, fórmula que se ha repetido en otros casos, enfatizando el valor y la necesidad de la auto composición de los litigios en las relaciones internacionales. Caso “Jurisdicción en materia de pesquerías-Reino Unido v. Islandia; República Federal Alemana v. Islandia”, sentencia sobre el mérito del 25 de julio de 1974. 


�	 V. El Derecho del Mar- Zona Económica Exclusiva, Historia legislativa de los arts. 56, 58 y 59 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, División de Asuntos Oceánicos y del Derecho del Mar, Oficina de Asuntos Jurídicos, Naciones Unidas, Nueva Cork, 1992; Los problemas pesqueros regionales marítimos argentinos y el Derecho Internacional Público, del autor de esta nota, en Anuario Argentino de Derecho Internacional, I, 1983, p. 177/250, Córdoba, Argentina.  


�	 Estatuto del Río Uruguay, CAPÍTULO VII: APROVECHAMIENTO DE LAS AGUAS Art. 27.– El derecho de cada parte de aprovechar las aguas del río, dentro de su jurisdicción, para fines domésticos, sanitarios, industriales y agrícolas, se ejercerá sin perjuicio de la aplicación del procedimiento previsto en los arts. 7 a 12 cuando el aprovechamiento sea de entidad suficiente para afectar el régimen del río o la calidad de sus aguas.





�	 Concepto éste del “cumplimiento de sus obligaciones conforme el derecho internacional y de buena fe” que se halla en Resolución 2625 de la A.Gral.  y se relaciona con la soberanía e igualdad de todos los miembros de la comunidad internacional. V. González Campos, L. I. Sánchez Rodríguez y P. A. Sáenz de Santa María, Curso de Derecho Internacional Público, Civitas, sexta edición, 1998, p. 422. Ya en Grocio, De Iure Belli ac Pacis, prolegomena 23, “ the source of all law is mankind’s native sense of justice, which corresponds with the needs of society since without a bond of mutual trust no association of any kind can exist. From this fountain springs the principles of good faith and solidarity” (la fuente de todo derecho es el sentido innato de justicia de la humanidad que se corresponde con las necesidades de la sociedad desde que sin un vínculo de mutua confianza ninguna asociación de ningún género puede existir. De esta fuente surgen los principios de buena fe y solidaridad). 


�	 La CIJ falló 14 votos en contra y uno a favor, del árbitro español ad hoc Torres Bernárdez, propuesto por Uruguay. Una vez más, tal como ocurriera con Vinuesa en el primer fallo, la labor del magistrado ad hoc se parece más a la de un mandatario del Estado proponente que a la de un juez.   


�	  Grotius, Mare Liberum sive de jure quod Batavis competit ad Indicana comerccia dissertatio, 1609, Cap. VIII; Tratado de Asunción, art. 1; laudo del Tribunal Ad hoc en la demanda de Uruguay contra Argentina del 6-9-2006.     





�	  Según la información brindada por la CFI, en  21 de noviembre de 2006 Las juntas directivas de la Corporación Financiera Internacional (IFC) y la Agencia Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA) aprobaron una inversión de U$S 170 millones de IFC y una garantía de hasta U$S350 millones de MIGA para el proyecto de planta de celulosa Orion en Uruguay. Después de completar una revisión meticulosa de los hechos, ambas organizaciones han concluido que la planta generará beneficios económicos significativos para Uruguay y no causará ningún daño ambiental. La planta Orion, de propiedad mayoritaria de la compañía finlandesa Oy Metsä-Botnia Ab, operará según las normas mundiales más elevadas y cumplirá con las normas ambientales y sociales respectivas de IFC y MIGA. Un informe independiente recientemente emitido ofreció evidencia concluyente de que la zona local, que incluye la ciudad argentina de Gualeguaychú, no experimentará impactos ambientales adversos  EI Capítulo 4 del  � HYPERLINK "http://www.ifc.org/ifcext/lac.nsf/Content/Uruguay_PulpMills_Background_Docs"��Estudio de Impacto Ambiental (EIA)� del proyecto Orion, fue actualizado en la página Web de la ICF-CFI el 26 de octubre del 2006. � HYPERLINK "http://www.ifc.org/ifcext/lac.nsf/Content/Uruguay_Pulp_Mills_Spanish"��http://www.ifc.org/ifcext/lac.nsf/Content/Uruguay_Pulp_Mills_Spanish�. 


�	 Carta ONU, Artículo 96. 1. La Asamblea General o el Consejo de Seguridad podrán solicitar de la Corte Internacional de Justicia que emita una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica. 2. Los otros órganos de las Naciones Unidas y los organismos especializados que en cualquier momento sean autorizados para ello por la Asamblea General, podrán igualmente solicitar de la Corte opiniones consultivas sobre cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera de sus actividades. La CFI es uno de los Organismos Especializados autorizados a requerir Opiniones Consultivas de la CIJ, que si bien no son vinculantes ejercen un gran poder persuasivo en la materia. Idem el Estatuto de la CIJ – Cap. IV


	Opiniones consultivas  Artículo 65. 1. La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para ello por la Carta de las Naciones Unidas, o de acuerdo con las disposiciones de la misma. Corte mediante solicitud escrita, en que se formule en términos precisos la cuestión respecto de la cual se haga la consulta. Con dicha solicitud se acompañarán todos los documentos que puedan arrojar luz sobre la cuestión. Artículo  66 1. Tan pronto como se reciba una solicitud de opinión consultiva, el Secretario la notificará a todos los Estados que tengan derecho a comparecer ante la Corte.2. El Secretario notificará también, mediante comunicación especial y directa a todo Estado con derecho a comparecer ante la Corte, y a toda organización internacional que a juicio de la Corte, o de su Presidente si la Corte no estuviere reunida, puedan suministrar alguna información sobre la cuestión, que la Corte estará lista para recibir exposiciones escritas dentro del término que fijará el Presidente, o para oír en audiencia pública que se celebrará al efecto, exposiciones orales relativas a dicha cuestión.3. Cualquier Estado con derecho a comparecer ante la Corte que no haya recibido la comunicación especial mencionada en el párrafo 2 de este Artículo, podrá expresar su deseo de presentar una exposición escrita o de ser oído y la Corte decidirá.4. Se permitirá a los Estados y a las organizaciones que hayan presentado exposiciones escritas u orales, o de ambas clases, discutir las exposiciones presentadas por otros Estados u organizaciones en la forma, en la extensión y dentro del término que en cada caso fije la Corte, o su Presidente si la Corte no estuviere reunida. Con tal fin, el Secretario comunicará oportunamente tales exposiciones escritas a los Estados y organizaciones que hayan presentado las suyas.





�	 Si bien al presente el problema es la planta Botnia, sobre el río Uruguay, no cabe descartar que sea la española ENCE la que contamine, pero ello escaparía de la competencia de la CIJ, ya que la demanda se ha fundado en el art. 60 del Estatuto del Río Uruguay y no en el art. 87 del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, que contempla una instancia previa de conciliación, agotada la cual recién podría acudirse a la CIJ. El traslado de EMCE a las aguas rioplatenses, constituye un”hecho modificativo posterior” a ser tenido en cuenta por la CIJ


�	 El “facilitador” no tiene una competencia clara: no es mediador, no es conciliador, no es investigador, no es árbitro. Tal vez sea una aplicación de “buenos oficios”. Pareciera que el gobierno nacional no ha querido correr el riesgo que implicaría la actuación de un mediador, que presentaría una Propuesta, que si bien no sería vinculante, tendría gran peso  político y de difícil rechazo. Habrá recordado la Propuesta Papal del 12-12-1980 con motivo del conflicto del Beagle, que llevó a nuestro país a solicitar “explicaciones y aclaraciones” mientras que Chile la aceptó casi inmediatamente. 


�	 TPJI, Serie A, n 5, p. 22. 


�	 Carta ONU, Capitulo VI Arreglo pacifico de controversias, Artículo 33.


	1.  Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección. 


	2. El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a las partes a que arreglen sus controversias por dichos medios.





�	  Miaja de la Muela, Solución pacífica de diferencias internacionales, citado en José A. Pastor Ridruejo, Curso de Derecho Internacional Público, Tecnos, sexta edición, p. 625. 


�	 Declaración Conjunta del 19-10-1989, Madrid; Declaración Conjunta de Madrid del 15-2-1990; Declaración Conjunta sobre Conservación de los Recursos Pesqueros, Madrid, 28-11-1990. 


�	  Reglamento 1978/2005, Sección D. Procedimientos incidentales. Subsección I. Protección Provisional, arts. 73 a 78, que autorizan a ambas partes a solicitar de la corte en cualquier estado del procedimiento el dictado de medidas provisionales, que tengan vinculación con el caso, debiendo indicar las razones que las fundan, como asimismo las consecuencias que se producirían en el caso de no concederse las medidas requeridas, indicando cuáles son.  La Corte puede decidir motu propio si las circunstancias exigen el dictado de medidas a ser cumplidas por una o todas las partes. También está facultada para disponer medidas que sean en todo o en parte distintas a las pedidas e inclusive que deban ser cumplidas por el propio solicitante. Las medidas adoptadas serán comunicadas al Secretario General de la ONU para su trasmisión al Consejo de Seguridad. La Corte puede solicitar de las partes información complementaria con relación a las medidas dictadas. V  � HYPERLINK "http://www.icj-cij.org/icjwww/ibasicdocuments/ibasictext/ibasicrulesofcourt_20050929.htm"��http://www.icj-cij.org/icjwww/ibasicdocuments/ibasictext/ibasicrulesofcourt_20050929.htm�


�	 “Caso Concerniente a Cierto Procedimiento Criminal en Francia- República del Congo c. Francia”. El juez del Tribunal de Grande Instance de Meaux, inició una investigación por delitos de lesa humanidad perpetrados en el Congo, contra ciudadanos congoleses, contra el Presidente Sassou Nguesso y otras autoridades. La Demanda y solicitud de medida provisional,  se fundaba en que Francia habría violado el principio consagrado en el art. 2 p. 1 de la Carta ONU, que veda a un Estado ejercer su jurisdicción en el territorio de otro Estado, en la atribución unilateral de jurisdicción universal en materia criminal y en la violación de la inmunidad criminal de un Jefe de Estado-regla de derecho internacional consuetudinario reconocido por la jurisprudencia de la CIJ (alude al caso “Yerodia”).  En su sentencia del 17 de junio de 2003, la Corte rechazó la solicitud, reiterando las exigencias para el dictado de estas medidas, en primer lugar, la urgencia (“…such measures are justified solely if there is urgency”- p. 22 del fallo). 


�	 En 21 de agosto de 1995, Nueva Zelanda se presentó ante la C.I.J. solicitando un Examen de la Situación de conformidad con el p. 63 de la sentencia de la Corte del 20-12-1974 sobre los Ensayos Nucleares y en igual fecha un Pedido de Medidas Provisionales conectado con la Ordenanza de la Corte del 22 de junio de 1973 dirigida a evitar futuros ensayos nucleares de Francia en los atolones de Mururoa y Fangataufa en el Pacífico Sur. El pedido se fundaba en el anuncio francés de que realizaría una serie de 8 ensayos a partir de setiembre de 1995, y que ello afectaría “las bases de la decisión de la CIJ de 1974” que resolviera declarar que el asunto carecía ahora de objeto dado el compromiso del Gobierno de Francia de que suspendería los ensayos. La Corte rechazó el pedido neozelandés(al que habían adherido Australia, Samoa, Islas Salomón, Islas Marshall y la Federación de Estados de Micronesia), con el sutil argumento de que los ensayos nucleares no se realizarían en la atmósfera-como en el caso ya juzgado de 1973/4- sino que serían subterráneos. Coincidirá el lector en la escrupulosidad-y discrecionalidad- con que el alto tribunal examina las circunstancias de cada caso para conceder o no las medidas conservatorias. 


�	 Caso del Personal Diplomático y Consular de los EE UU en Teherán-1980-  La Corte atribuyó responsabilidad internacional al Irán, por los actos cometidos por los militantes, porque “ nada hizo para prevenir el ataque, para detenerlo antes de que se consumara o para obligar a los militantes a retirarse”. La analogía es evidente con el corte de las rutas y puentes por parte de los pobladores argentinos de la localidad de Gualeguaychú , impidiendo o dificultando el tránsito internacional hacia o desde el Uruguay, a través de los puentes sobre el río homónimo, infringiendo el principio de libertad de circulación garantizado en el Estatuto de Asunción de 1991. Y así lo entendió el Tribunal Arbitral que juzgó el caso en su laudo del 6-9-2006.  MERCOSUR, Tratado para la Constitución de un Mercado Común, Asunción, 1991, aprobado por ley 23.981, B.O. 9-12-1991, art. 1: Este mercado común implica, la libre circulación de bienes, servicios y factores productivos entre los países, a través, entre otros, de la eliminación de los derechos aduaneros  y restricciones no arancelarias a la circulación de mercaderías y de cualquier otra medida equivalente  El tema se relaciona con la doctrina según la cual “ un Estado no puede utilizar o permitir que se utilice conscientemente su territorio en detrimento de los derechos de otros Estados”  sentado en el caso de la Isla de Palmas por el árbitro M. Huber en 1928 (EE UU v. Holanda), seguido por el tribunal arbitral del caso Fundición Trail 1941 (EE UU v. Canadá), la sentencia de la CIJ en “ Corfú”( ICJ-Reports, 1949),  el Principio 21 de la D. Estocolmo 1972, el Proyecto de la CDI de la ONU sobre responsabilidad por actos no prohibidos por el derecho internacional , art. 4, entre otros. El principio suele remontarse al caso “ Alabama” 1871, buque al servicio de la causa Sudista en la guerra de secesión, armado en el R. Unido, quien violó por ello su neutralidad en la guerra marítima según el Tribunal Arbitral.     


�	 Durante la década del 70, debido a la crisis del precio del petróleo de 1973, cientos de compañías de EE UU se instalaron en Irán, algunas en joint ventures con empresarios locales, y unos 45.000 norteamericanos vivían en este Estado, afectados a proyectos petroleros y militares, durante la era del Shah Reza Palevi, quien se hallaba bajo tratamiento médico en territorio de los EE UU. 


�	 Charles N. Brower, The Iran-United States Claims Tribunal,: an analysis, colab. En  The Hague: Legal Capital of the World, Peter Van Krieken y McKay, The Hague 2005, p.241 y ss. 


�	 La sentencia definitiva rechazó el planteo de los EE UU sobre el derecho de auto defensa colectiva ( con las actividades directas e indirectas de los “contras”) y declaró que había violado las obligaciones del derecho consuetudinario de  no intervención en los asuntos de otro Estado, del no uso de la fuerza contra otro Estado, de no infringir la soberanía y de no interferir el comercio marítimo pacífico, como asimismo que los EE UU habían violado el Tratado de Amistad, Comercio y Navegación de 1956 y que con su accionar habían despojado a esta convención de objeto y fin, debiendo reparar el daño causado a Nicaragua. Por un acuerdo posterior entre los Estados, el caso fue removido de la lista de asuntos pendientes ante la CIJ ( 26-9-1991).





�	 In re “Disputa fronteriza-Burquina Fasso v. República de Mali”. El caso fue sometido a una Sala de la Corte por acuerdo de partes (constituida en 3-4-1985). La Sala de la CIJ dictó medidas provisionales de protección con fecha 10 de enero de 1986 y el fallo definitivo fijando la frontera el 22-12-1986. La sentencia contiene valiosos aportes doctrinarios sobre a. la intangibilidad de las fronteras  heredadas de la potencia colonial b. el uti possidetis iuris como título preferencial sobre la posesión efectiva con el fin de asegurar las fronteras existentes al tiempo de la obtención de la independencia de los Estados.  


�	 26 February 2007, Application of the Convention on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide (Bosnia and Herzegovina v. Serbia and Montenegro) The Court affirms that it has jurisdiction to deal with the case The Court finds that Serbia has violated its obligation under the Genocide Convention to prevent genocide in Srebrenica and that it has also violated its obligations under the Convention by having failed fully to co-operate with the International CriminalTribunal for the former Yugoslavia (ICTY). Serbia ha violado su obligación de prevenir el genocidio en Srebrenica bajo la Convención de Genocidio y también ha violado sus obligaciones según esta Convención de cooperar con el Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia .  










